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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 127/2020/3

PARTE ACTORA: 

SALVADOR DÍAZ DE LEÓN CRUZ
AUTORIDAD DEMANDADA:

SECRETARIO DE SEGURIDAD PÚBLICA DEL ESTADO
MAGISTRADO:

LIC. JORGE ALEJANDRO VERA NOYOLA
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. JOSÉ DE JESÚS MORENO ROMO
San Luis Potosí, San Luis Potosí, dos de febrero de dos mil veintidós.
V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo 127/2020/3; y,
R E S U L T A N D O

PRIMERO.- Demanda de nulidad. Por escrito recibido el treinta de enero de dos mil veinte, Salvador Díaz de León Cruz, compareció por derecho propio, a demandar a la autoridad y respecto del acto que enseguida se precisan:

“II. AUTORIDAD O AUTORIDADES DEMANDADAS.- Tienen tal carácter las siguientes:
Comisario Jaime Ernesto Pineda Arteaga, Secretario de Seguridad Pública del Estado, Presidente de la Comisión de Promoción y Ascensos de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado.”

...

“IV. RESOLUCIÓN O ACTO QUE SE IMPUGNA.- 
Por el acto de autoridad relativo a la negativa ficta recaída al escrito de fecha recibido por la autoridad 29 de octubre de 2019, dirigido al Comisario Jaime Ernesto Pineda Arteaga, Secretario de Seguridad Pública del Estado, Presidente de la Comisión de Promoción y Ascensos de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado.”
SEGUNDO.- Admisión de la demanda. En acuerdo dictado en la interlocutoria de dieciséis de diciembre de dos mil veinte, emitida en cumplimiento a la ejecutoria dictada por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Noveno Circuito, dentro del Juicio de Amparo Directo Administrativo 308/2020, se admitió a trámite la demanda, se ordenó correr traslado con la copia de la misma y sus anexos a la autoridad señalada como demandada, emplazándola para que en el término de ley formulara su contestación. En dicho proveído se tuvo a la actora por ofrecidas las pruebas que anunció en su escrito de demanda.
TERCERO.- Tramite del juicio. Siendo las trece horas del siete de enero del dos mil veintidós, sin la asistencia de las partes. Acto seguido, se dio lectura al escrito de demanda, contestación, ampliación y contestación a la ampliación de demanda, desahogándose las pruebas documentales dada su propia naturaleza; en período de alegatos se dio cuenta con los formulados por el autorizado del actor así como los presentados por el delegado de la autoridad demandada, los que se agregaron a los autos para que obraran como legalmente correspondiera, quedando así debidamente integrado el expediente, citándose el mismo para dictar su resolución.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Competencia.  Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa con residencia en la ciudad de San Luis Potosí, es competente para conocer y el presente juicio, de conformidad con lo previsto en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º, fracción XIII, 9º fracción III, 24, 35 fracción I, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; ello, en razón de que se impugna una negativa ficta, ante la omisión de la autoridad demandada de resolver en los plazos que fija la ley, una petición que le fue formulada por la parte actora.

SEGUNDO.- Existencia del acto. Por cuestión de método, el titular de esta Sala procede a la precisión del acto impugnado, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 249 fracción I, del Código Procesal Administrativo del  Estado de San Luis Potosí, con la finalidad de lograr congruencia entre lo pedido y lo resuelto.

Así las cosas de la lectura integral de la demanda, se advierte que lo que reclama la actora es:

““IV. RESOLUCIÓN O ACTO QUE SE IMPUGNA.- 

Por el acto de autoridad relativo a la negativa ficta recaída al escrito de fecha recibido por la autoridad 29 de octubre de 2019, dirigido al Comisario Jaime Ernesto Pineda Arteaga, Secretario de Seguridad Pública del Estado, Presidente de la Comisión de Promoción y Ascensos de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado.”

En principio es pertinente establecer lo que respecto a la Negativa Ficta, disponen el artículo 7º fracción XIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, 3º fracción XVI y 20 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que a la letra dicen:

“ARTÍCULO 7º. El Tribunal conocerá de los juicios que se promuevan contra las resoluciones definitivas, actos administrativos y procedimientos siguientes:”

“…XIII. Las que se configuren por negativa ficta en las materias señaladas en este artículo, por el transcurso del plazo que señalen el Código Fiscal del Estado, el Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, o las disposiciones aplicables o, en su defecto, en el plazo de tres meses, así como las que nieguen la expedición de la constancia de haberse configurado la resolución afirmativa ficta, cuando ésta se encuentre prevista por la ley que rija a dichas materias.”

“.ARTICULO 3º.- Para los efectos de este Código se entiende por:”

“..XVI. Negativa Ficta: figura jurídica por virtud de la cual, ante la omisión de la autoridad de emitir una resolución de manera expresa, dentro de los plazos previstos por este Código los ordenamientos jurídicos aplicables al caso concreto, se entiende que se resuelve en sentido negativo lo solicitado por el particular”

“ARTICULO 20. Salvo que en otra disposición legal o administrativa de carácter general se establezca otro plazo, no podrá exceder de tres meses el tiempo para que la dependencia o entidad resuelva lo que corresponda, a no ser que se decrete la caducidad prevista en el primer párrafo del artículo 194 de este Código.”

“Transcurrido el plazo aplicable, se entenderán las resoluciones en sentido negativo a la petición del promovente, a menos que en otra disposición legal o administrativa de carácter general se prevea lo contrario. A petición del interesado se deberá expedir constancia de tal circunstancia, dentro de los dos días hábiles siguientes a la presentación de la solicitud respectiva, ante quien deba resolver.”
[Énfasis propio]

De los preceptos anteriores, se desprende que los elementos que configuran la negativa ficta, son los siguientes:

a)
Que exista una instancia o petición formulada por escrito a la autoridad;

b)
El silencio de la autoridad; y

c)
Que el silencio se prolongue por un plazo que exceda el término previsto por la ley para que la autoridad resuelva la instancia o petición.

En ese sentido, se advierte que la parte actora reclama la nulidad de la negativa ficta del Secretario de Seguridad Pública del Estado, recaída al escrito de fecha 29 de octubre de 2020, recibido en esa data, mediante el cual la parte actora solicitó el grado de policía “B” y/o policía segundo obtenido mediante la promoción de ascensos 2010, así como el pago de los salarios, primas vacacionales, aguinaldos y demás prestaciones correspondientes a dicho grado. 

En consecuencia, tenemos que la aquí actora, acredita la existencia de la solicitud que formuló ante la demandada en la fecha señalada en el párrafo anterior; sin que la demandada acreditara en el presente juicio, que se hubiera dado respuesta a la misma de manera expresa, dentro del plazo de tres meses, establecido en el artículo 20 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; por lo que transcurridos los tres meses a que se refiere el artículo anteriormente citado, tiene como consecuencia la configuración de la negativa ficta que nos ocupa.
TERCERO.- Oportunidad de la demanda. La demanda de nulidad de que se trata, fue presentada dentro del término de treinta días a que se refiere el artículo 24, fracción IV, del Código Procesal Administrativo del  Estado de San Luis Potosí, como se advierte del cuadro que se inserta a continuación:

	Fecha de la solicitud 
	Fecha de presentación de la solicitud a la autoridad
	Plazo de 3 meses sin respuesta expresa transcurrió
	Fecha de presentación de la demanda

	29 de octubre de 2019
	29 de octubre de 2019
	30 de octubre de 2019 al 29 de enero de 2020

	30 de enero de 2020


CUARTO.- Legitimación. De conformidad con lo que precisa el numeral 221 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, procede el estudio de la personalidad y legitimación de las partes.

La personalidad del hoy actor no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por derecho propio y su interés jurídico se encuentra acreditado con la copia con sello de recibo del ocurso que el hoy Actor indica le recayó la negativa ficta impugnada –agregado como anexo 2 fojas 7-10 de este expediente-, donde aparece como autor del mismo, y mediante el cual compareció ante la autoridad demandada para formular la petición no resuelta.

Ahora, tocante a la personalidad y legitimidad de la autoridad demandada, quien compareció por conducto del titular de la Dirección Jurídica, se encuentra acreditada ante este Tribunal de conformidad con lo dispuesto por el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado, pues exhibió copia certificada del nombramiento, documento con el que se acredita el carácter que ostenta, mismo que es visible en foja 117 de este expediente.

Las documentales anteriores adquieren valor probatorio pleno de acuerdo con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, por tratarse de documentos públicos expedidos por servidores y fedatario públicos, en el desempeño de sus respectivas funciones.
QUINTO.- Causales de improcedencia. Sea que las partes lo aleguen o no, en el presente asunto se procede analizar si en el caso opera alguna causa de improcedencia o sobreseimiento, por tratarse de una cuestión de orden público, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos, 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Es aplicable al efecto, la Tesis Aislada pronunciada por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, publicada en la página 185, Tomo VIII, Noviembre de 1991, Octava Época, del Semanario Judicial de la Federación, Registro: 221332, que dice:

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURÍDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia...”

En ese tenor, se advierte que la enjuiciada aduce en primer orden, que en el presente juicio se actualiza la causal de improcedencia a que alude el artículo 228, fracción IX, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, en virtud de que la negativa ficta que demanda sobre la petición realizada, mediante escrito con fecha veintinueve de octubre de dos mil diecisnueve, fue debidamente atendida y respondida mediante oficio SSP/DJ/2868/2020 dirigido al aquí actor, el cual de manera personal recibió en fecha veinte de octubre de dos mil veinte, lo que deja en claro que el efecto legal o material buscado con la demanda ha cesado y no puede por tanto surtir efectos por haber dejado de existir el objeto o materia del mismo.

Es fundada la causal de improcedencia alegada, conforme a las siguientes precisiones.

Si bien es cierto, la demandada funda su causal en la hipótesis relativa a la cesación de efectos, en el caso debemos estar atentos a la causal que se establece en el numeral 228, fracción IV, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, mismo que establece lo siguiente:

“ARTÍCULO 228. Es improcedente el juicio ante el Tribunal contra actos:

...

...

...

IV. Que hayan sido materia de otro juicio contencioso administrativo, en el que exista identidad de partes y se trate del mismo acto impugnado, aunque las violaciones alegadas sean distintas.
...”
Como se desprende del numeral trasunto, resulta improcedente el juicio contencioso administrativo cuando se promueve contra un acto que ha sido materia de otro juicio contencioso, en el que exista identidad de partes y se trate del mismo acto impugnado, aun cuando las violaciones alegadas sean las mismas.
De lo anterior tenemos que para que ocurra la improcedencia por la disposición materia de estudio, necesariamente deben concurrir los siguientes elementos:

a) La coexistencia de dos juicios promovidos ante el Tribunal,
b) Las partes contendientes deben ser coincidentes,

c) El acto impugnado debe ser el mismo. 

Ahora, por lo que hace al primero de los elementos, el mismo se encuentra acreditado en la secuela de este procedimiento, dado que existe un hecho notorio para esta Sala Unitaria el cual se invoca aun sin necesidad de que las partes lo hubieran señalado
, el cual se hace consistir en que ante la Primera Sala Unitaria se tramitó el diverso juicio contencioso administrativo bajo índice 587/2020/1 promovido por el aquí actor contra actos del Secretario de Seguridad Pública del Estado y del Encargado de la Dirección Jurídica de la Secretaría de Seguridad Pública del Estado, de donde resulta además la identidad de partes en ambas controversias.

Así mismo, de las constancias que integran el sumario 857/2020/1, el que se tiene a la vista para los efectos de dictar la presente decisión, se advierte que el acto materia de impugnación lo fue la resolución expresa recaída a la petición de veintinueve de octubre de dos mil diecinueve, que presentó en esa data el aquí actor ante el Secretario de Seguridad Pública del Estado, con lo cual, se evidencia el tercero de los elementos materia de estudio.

Para mayor claridad se introduce la siguiente tabla a efecto de confrontar la coincidencia de los elementos a los que nos hemos referido.

	JUICIO
	127/2020/3
	857/2020/1

	PARTES


	Actor: Salvador Díaz de León Cruz.

Demandada: Secretario de Seguridad Pública del Estado  
	Actor: Salvador Díaz de León Cruz.

Demandada: Secretario de Seguridad Pública del Estado y otro.  

	ACTO IMPUGNADO
	Negativa ficta recaída a la petición presentada el 29 de octubre de 2019.
	Oficio SSP/DJ/2868/2020 que contesta la petición presentada el 29 de octubre de 2019. (resolución expresa)


Es evidente que conforme a la tabla comparativa inserta, se acreditan los elementos relativos a la causa de improcedencia en estudio, destacándose por lo que hace a la coincidencia de los actos impugnados, que si bien en la controversia 127/2020/3 se impugnó la resolución negativa ficta recaída a la petición presentada por el aquí actor ante la hoy enjuiciada en fecha 29 de octubre de 2019, también lo es que la materia de impugnación en el juicio 857/2020/3 se circunscribe a la resolución expresa que se pronunció respecto de dicha petición de 29 de octubre de 2019, de ahí que el origen de la impugnación es el mismo, ello vinculado con la pretensión reclamada por el accionante, en el sentido de que se declare la nulidad de la negativa (ficta o expresa) de las prestaciones que solicitó en la referida consulta de 29 de octubre de 2019.

A mayor abundamiento debe establecerse que por tratarse además de una resolución negativa ficta y una expresa, en la cual se entiende que esta sucede a aquella, no puede decirse que no sea dable ocuparse en cada juicio respecto de las pretensiones planteadas, dado que dichas determinaciones son resoluciones diversas con existencia propia e independiente
, mas sin embargo no se puede desvincular la una de la otra, mayor que, en la controversia 857/2020/3 se ha emitido decisión por este Tribunal a través de su Primera Sala Unitaria
, en la que se declaró la legalidad y validez de la resolución negativa expresa, de ahí que, al estar resuelta la pretensión del actor, es evidente que en el caso la materia de la presente controversia ya fue motivo de análisis en diverso juicio contencioso administrativo, por lo que además, con el propósito de evitar resoluciones contradictorias, lo que resulta razonable es determinar la improcedencia de este juicio. 
En conclusión de lo anterior, se estima procedente sobreseer el presente juicio derivado de la imposibilidad para conocer y resolver en el fondo del presente asunto, por los razonamientos expuestos en el presente considerando, aunado a que estimarse procedente resolver en el fondo el juicio respecto de la figura negativa ficta atribuida al Secretario de Seguridad Pública del Estado, por la omisión de atender la petición de 29 de octubre de 2019; se estaría emitiendo una resolución que determinaría una circunstancia legal sobre un acto que fue superado por una resolución negativa expresa, la que fue notificada legalmente al aquí actor y que inclusive fue por el controvertida ante este propio Tribunal quien declaró legal y valida la decisión de la autoridad aquí enjuiciada, por lo que bajo un criterio de interpretación por reducción al absurdo sería impráctico analizar la figura de la negativa ficta cuando la resolución negativa expresa ya fue legalmente analizada y declarada válida, todo lo cual actualiza la improcedencia del presente juicio.

En las relatadas circunstancias, toda vez que ha resultado improcedente el presente juicio contencioso administrativo respecto de la autoridad señalada como demandada, conforme a lo dispuesto en el artículo 229 fracciones V y VII del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, lo procedente es sobreseer en el presente asunto.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, fracción XIII, 9º, fracción III, 35, fracción VIII y 36, fracción VII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, así como también los diversos 228 fracción IV, 229 fracciones V y VII, y 230, fracción II, inciso a), del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria es competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- Ha resultado fundada la causal de IMPROCEDENCIA alegada por la autoridad enjuiciada, conforme a las argumentaciones expuestas en el Considerando Quinto de este fallo, por lo que, es de sobreseerse y SE SOBRESEE en el presente juicio.

TERCERO.- Notifíquese personalmente a la actora y a través del buzón electrónico a la autoridad señalada como demandada.
Así lo resolvió y firma, el Licenciado Jorge Alejandro Vera Noyola, Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.-
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí,  concatenados con los artículos 3, fracción VIII, IX, 5 y 6 de la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de San Luis Potosí.

� Según el artículo 20 del Código Procesal Administrativo del  Estado de San Luis Potosí. 


� Artículo 61 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí.


� Registro digital: 200767, Instancia: Segunda Sala, Novena Época, Materias(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 26/95, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo II, Julio de 1995, página 77, Tipo: Jurisprudencia, “NEGATIVA FICTA Y NEGATIVA EXPRESA EN MATERIA FISCAL, RECAÍDAS A LA MISMA PETICIÓN. SON RESOLUCIONES DIVERSAS CON EXISTENCIA PROPIA E INDEPENDIENTE PARA EFECTOS DEL SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO DE NULIDAD.”


� Véanse fojas 185 a la 207 del Juicio Contencioso Administrativo 587/2020/1





